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PALABRAS CLAVE

Armed forces

Internal security

External security

Civil authorities

Abstract. In Mexico, the Armed 
Forces have different functions, 
some are embodied in the Consti-
tution and others have been establi-
shed by jurisprudence. One of  those 
functions is the national security, 
which is divided into external secu-
rity and internal security. In the pre-
sent essay, Israel Alvarado analyses 
the police functions of  the Armed 
Forces, to understand the actions of  
internal security.

Fuerzas armadas

Seguridad interior

Seguridad exterior

Autoridades civiles

Resumen. En México, las Fuerzas 
Armadas tienen distintas funciones, 
algunas se encuentran plasmadas 
en la Constitución y otras han sido 
establecidas por la jurisprudencia. 
Una de esas funciones es la de segu-
ridad nacional, misma que se divide 
en seguridad exterior y seguridad 
interior. En el presente ensayo Israel 
Alvarado realiza un análisis de las 
funciones policiales de las Fuerzas 
Armadas, con el objeto de entender 
mejor las acciones en materia de se-
guridad interior.
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SUMARIO:

I. Fundamentación de las funcio-
nes seguritarias de las fuerzas ar-
madas. II. La seguridad pública 
en México. III. Funciones en mate-
ria de seguridad pública interna o 
del fuero de guerra. IV. Funciones 
en materia de seguridad pública 
externa o de Policía Marítima. V. 
Funciones en materia de seguri-
dad pública externa o de apoyo. 
VI. Funciones policiales de las 
fuerzas armadas. VII. Fuentes de 
consulta.

I. FUNDAMENTACIÓN 
DE LAS FUNCIONES 
SEGURITARIAS DE LAS 
FUERZAS ARMADAS

Actualmente las Fuerzas Arma-
das (FA) —también denominadas 
por la propia Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM) como Fuerza Arma-
da Permanente (FAP)— tienen a 
su cargo funciones muy concretas 
para generar, propiciar o mantener 
diversos tipos de seguridad. Algu-
nas de esas funciones se encuen-
tran plasmadas expresamente en 
la Constitución (stricto sensu), otras, 
en cambio, se encuentran dentro 

del bloque de constitucionalidad,1 y 
unas más han sido establecidas por 
la jurisprudencia2 al interpretar el 
texto constitucional, por lo que no 
todas ellas se desprenden de una in-
terpretación meramente gramatical 
del texto constitucional.

Una de las funciones que se des-
prenden expresamente es la seguri-
dad nacional (SegNal). Dentro de esta 
categoría jurídica se encuentran la 
defensa exterior del territorio, o de-
fensa nacional (DefNal), y la seguri-
dad interior del Estado (SegIn).

La segunda función, no muy cla-
ra —porque no se desprende con 
la misma facilidad de la redacción 
constitucional—, es la referente a 
la seguridad pública (SegPub) a cargo 
de la FAP. Y una tercera, aún más 
compleja en su argumentación y re-
dacción, se encuentra conformada 
por las operaciones para el mantenimien-
to de la paz (OMP), por encontrarse 
inmersa en preceptos constitucio-
nales no expresos, que deben con-
figurarse a la luz del bloque de 
constitucionalidad.

1 Se trata de un término que concibe a la Constitución 
como un concepto ampliado que se encuentra confor-
mado no solo por la propia Constitución (stricto sensu), 
sino por esta, los tratados internacionales y las leyes 
reglamentarias que instrumentalizan algún precepto 
constitucional. En este sentido, véase la Tesis de Jurispru-
dencia P./J. 18/2007, así como la Tesis I.9o.P.84 P (10a.).
2 Se trata de la interpretación que se hace de las leyes 
(lato sensu), que es emanada de la SCJN y de los Tribu-
nales Colegiados de Circuito, y que resulta obligatoria 
para las autoridades que aplican las leyes. Véase. la Tesis 
IX.1o.71 K.
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En estricto sentido, solo dos fun-
ciones se desprenden de forma ex-
presa de la Carta Fundamental: (i) 
la defensa exterior y (ii) la seguridad 
interior. Sin embargo, de una lectu-
ra armónica e integral de esa nor-
ma se coligen, además, las funciones 
propias de las FA vinculadas al fue-
ro de guerra3 (FdG), y de una revisión 
mucho más minuciosa del bloque de 
constitucionalidad puede despren-
derse que además existen funciones 
de Policía Marítima y de mantenimiento 
de la paz.

Como se verá adelante, ese mo-
delo de justicia especializado para la 
FAP (el FdG) tiene muchas implica-
ciones y, sobre todo —para los efec-
tos que aquí interesan—, no puede 
entenderse de manera marginal a la 
figura de la SegPub.

Es verdad que existe proscripción 
constitucional de que la SegPub sea 
de carácter militar —por lo que de-
berá estar a cargo de instituciones 
civiles—, pero de la interpretación 
sistemática y armónica del artículo 
13, también constitucional, referen-
te al FdG, se desprende que las FA 
tienen a su cargo la administración 
de justicia militar,4 lo que implica 

3 En efecto, el art. 13 constitucional regula el fuero de 
guerra “para los delitos y faltas contra la disciplina mili-
tar” desde su texto original de 1917.
4 La administración de justicia es un género que englo-
ba dos expresiones: (i) la procuración de justicia, y (ii) la 
impartición de justicia. La primera de ellas se encuentra 
en manos del Ministerio Público, en tanto que la segun-
da es potestad exclusiva del Poder Judicial y sus órganos 

llevar a cabo funciones como las 
descritas en el artículo 21 de la 
Carta Fundamental, referentes a la 
SegPub hacia su fuero interno.

Por otro lado, de la interpreta-
ción de las normas internacionales 
relativas a los conflictos armados,5 
lo mismo que al derecho interno 
mexicano, se desprenden con mu-
cha claridad las funciones que —en 
este caso— se encuentran reserva-
das a una de las tres FA, la Marina 
Armada, referentes a las funciones 
de Policía Marítima, cuando des-
pliega acciones de Guardia Costera 
(GuaCos).

Finalmente, la jurisprudencia 
firme y obligatoria de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN) estableció que los tres ejér-
citos (el de agua, el de aire, y el de 
tierra) tienen el deber de intervenir 
en funciones de apoyo a las auto-
ridades civiles de SegPub, siempre 
que sea de manera excepcional y se 
pongan al mando de estas.

Adicionalmente a esta situación, 
en fechas más o menos recientes, el 
Tribunal Pleno de la SCJN realizó 
una interpretación constitucional 

judiciales y jurisdiccionales. En el caso del FdG, su con-
figuración es la misma, pero todas sus expresiones se en-
cuentran en manos de la administración pública, a través 
del Ministerio Público y los tribunales que no son judi-
ciales, pero sí jurisdiccionales.
5 También conocidas como derecho internacional de los 
conflictos armados (DICA), derecho de la guerra y de-
recho internacional relativo a la conducción de las hos-
tilidades.
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de las facultades y atribuciones con 
las que las FA cuentan en materia 
de SegPub (externa o de apoyo, se-
gún se verá más adelante).

Finalmente, es a través de la in-
terpretación de diversos artículos 
—de múltiples niveles normativos— 
que se desprende el marco jurídico 
que regula las OMP, iniciando por 
la propia Constitución, en sus artí-
culos 89, fracción X y 76, fracción 
III, que regulan la facultad del pre-
sidente de la república para dirigir 
la política exterior —protegiendo y 
promoviendo los derechos huma-
nos, la lucha por la paz y la segu-
ridad internacionales—, así como 
la facultad del Senado de autorizar 
la salida de tropas fuera de los lími-
tes del país, respectivamente, lo que 
debe entenderse, necesariamente, a 
la luz de la Carta de las Naciones 
Unidas (como parte del bloque de 
constitucionalidad) para compren-
der a cabalidad esta función seguri-
taria de las FA mexicanas.

De tal manera que las atribucio-
nes con las que cuentan las FA se 
encuentran clasificadas de la forma 
siguiente:6

(i) Acciones de defensa exterior.
(ii) Operaciones para el mantenimiento 

de la paz, en sus dos vertientes:

6 Clasificación propia.

(a) Clásicas o tradicionales (no 
coercitivas), y

(b) Complejas o multidimensio-
nales (coercitivas).

(iii) Acciones de seguridad interior.
(iv) Funciones de seguridad pública, 

debiendo dividirse en:

(a) Directas, en sus dos expre- 
siones:

(aa) Seguridad pública inter-
na o del fuero de guerra, y

(ab) Seguridad pública exter-
na o de Policía Marítima.

(b) Indirectas, mediante fun-
ciones de seguridad pública 
externa o de auxilio de la se-
guridad pública.

II. LA SEGURIDAD PÚBLICA 
EN MÉXICO

No podría argumentarse si las FA in-
tervienen o no intervienen en funcio-
nes de SegPub de manera directa o 
indirecta, interna o externa, a menos 
de que se tenga claridad de lo que es 
esta expresión de seguridad.

Por lo que en este apartado se 
analiza la naturaleza y caracterís-
ticas de la SegPub, a fin de poder 
confrontar las acciones que han sido 
mandatadas a las FA y así poder 

Libro RMCP 6.indb   7 23/11/18   11:59
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establecer la relación que guarden 
con aquella figura.

El artículo 21 constitucional es 
clave para entender a la figura de la 
SegPub, lo mismo que a cuatro fun-
ciones vinculadas con el FdG.

El § noveno de este artículo de-
fine a este tipo de seguridad como:

… una función a cargo de la Federación, 
las entidades federativas y los Municipios, 
que comprende la prevención de los de-
litos; la investigación y persecución para 
hacerla efectiva, así como la sanción de las 
infracciones administrativas, en los térmi-
nos de la ley, en las respectivas competen-
cias que esta Constitución señala.

Por su parte la fracción XXIII 
del artículo 73, también constitu-
cional, faculta al Congreso General 
para crear leyes que establezcan 
las bases de coordinación entre 
la Federación, las entidades fede-
rativas (los estados y la Ciudad de 
México) y los municipios, de con-
formidad con el § referido.

En uso de estas facultades, el 
Congreso expidió la actual Ley 
General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública (LGSNSP), que 
en sus artículos 2°, § 1 y 3°, esta-
blece un concepto ampliado de la 
SegPub, al señalar las instituciones 
que tienen a su cargo esta función.

El primero de los artículos dispo-
ne que se trata de:

… una función a cargo de la Federación, 
las entidades federativas y municipios, 
que tiene como fines salvaguardar la in-
tegridad y derechos de las personas, así 
como preservar las libertades, el orden y 
la paz públicos y comprende la preven-
ción especial y general de los delitos, la 
sanción de las infracciones administrati-
vas, así como la investigación y la perse-
cución de los delitos y la reinserción social 
del sentenciado…

De tal suerte que la SegPub es 
una función del Estado en todos 
sus niveles, cuyo fin es salvaguar-
dar la integridad y los derechos de 
las personas —todas, sin importar 
si son mayores de edad, menores 
de edad, ancianos, militares, indí-
genas, mujeres o que cuenten con 
cualquier otra característica o con-
dición—, así como preservar las li-
bertades, el orden y la paz públicos. 
Comprende cinco subsistemas del 
sistema de justicia penal: (i) la pre-
vención especial, (ii) la prevención 
general, (iii) la investigación, (iv) la 
persecución, y (v) la reinserción so-
cial. Esto es, comprende todas las 
instancias de la justicia penal, salvo 
la impartición de justicia (el proceso 
y la imposición de penas).

Además, también comprende el 
modelo sancionatorio por infraccio-
nes administrativas completo.

Por otra parte, el segundo de los 
artículos mencionados (el 3°) regu-
la como instituciones encargadas 
de la SegPub —referidas al siste-
ma de justicia penal— a seis: (i) las 
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policiales; (ii) las de procuración de 
justicia; (iii) las encargadas de la su-
pervisión de medidas cautelares; (iv) 
las de suspensión condicional del 
procedimiento; (v) las responsables 
de la prisión preventiva, y (vi) las en-
cargadas de la ejecución de penas.

En consecuencia con el modelo 
administrativo sancionador referi-
do, dispone —de manera lamentable 
y poco cuidada— como instancias 
competentes a las encargadas de apli-
car las “infracciones administrativas”, 
debiendo entenderse referido a las 
encargadas de aplicar las sanciones 
administrativas, derivadas de las in-
fracciones administrativas cometidas.

Ya se mencionaba que el artícu-
lo 21 constitucional resultaría in-
dispensable para entender, además, 
cuatro funciones vinculadas con el 
FdG. Tales funciones son las que re-
gulan los § primero, segundo, terce-
ro y cuarto.

El primero de ellos dispone el 
principio de que una de las funcio-
nes relativas a las SegPub, la de la 
investigación delictiva, corresponde al 
Ministerio Público, así como a las 
policías. El segundo establece que 
otra de esas funciones, la de la per-
secución de los delitos (denominada 
por este § segundo como ejercicio 
de la acción penal ante los tribuna-
les), también se encuentra en manos 
del Ministerio Público.

El § tercero se refiere a una fun-
ción que no es propia de la SegPub, 

pero sí del sistema de justicia penal, 
la imposición de las penas, así como 
su modificación, que se encuentran 
exclusivamente a cargo de las au-
toridades judiciales, stricto sensu, es 
decir, a cargo de autoridades mate-
rialmente jurisdiccionales y formal-
mente judiciales.

Por último, en el § cuarto se re-
gula una función de SegPub fuera 
del modelo de justicia penal, que es 
la aplicación de sanciones por las 
infracciones de los reglamentos gu-
bernativos y de policía, que se en-
cuentra a cargo de las autoridades 
administrativas.

Como puede verse, tanto las fun-
ciones propias de la SegPub (to-
das, tanto las referidas por el art. 21 
constitucional, como por los diver-
sos 2° y 3° de la LGSNSP), como 
las relacionadas (pertenecientes al 
modelo de impartición de justicia), 
constituyen dos sistemas jurídicos 
claros: (i) el modelo de justicia pe-
nal, y (ii) el modelo de justicia admi-
nistrativa sancionadora.

En resumen, propongo la si-
guiente clasificación de funciones 
de seguridad pública y las vincula-
das a ellas para establecer su rela-
ción con el modelo de justicia penal 
(ver figura 1):7

7 Elaboración propia.

Libro RMCP 6.indb   9 23/11/18   11:59
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Con este panorama quedan esta-
blecidas las bases para poder abor-
dar el tema de manera sólida, sobre 
una base conceptual clara y susten-
tada en la normatividad aplicable, 
primordialmente lo señalado en el 
texto constitucional.

De tal suerte que serán las tres 
expresiones de SegPub las que se 
abordarán en los siguientes apar-
tados: (i) interna o del Fuero de 
Guerra, (ii) externa o de Policía 
Marítima, y (iii) externa o de apoyo.

III. FUNCIONES EN MATERIA 
DE SEGURIDAD PÚBLICA 
INTERNA O DEL FUERO DE 
GUERRA

En esta Décima Época, la Pri-
mera Sala de la SCJN (Tesis 1a. 
CXCI/2011 9a.) sostiene el crite-
rio de que la disciplina militar es un 
principio organizativo esencial, así 
como un elemento definitorio de los 
ejércitos que debido a su propia na-
turaleza trasciende al fuero interno 
de las personas, marcando así una 
gran diferencia entre quienes inte-
gran las FA y el resto de la sociedad.

Reconoce en su organización 
jerárquica y eficaz una exigencia 

Figura 1. Clasificación de funciones de seguridad pública 

Funciones Instancias/Instituciones/
Autoridades

Prevención general de los delitos Policiales (preponderantemente de tipo 
preventivo) *

Prevención especial de los delitos Policiales (de tipo preventivo y de re-
acción) *

Investigación de los delitos De procuración de justicia (policiales 
—de investigación— y Ministerio Pú-
blico) *

Aplicación de la prisión preventiva Encargadas del sistema penitenciario
Persecución de los delitos Ministerio Público
Procesamiento Autoridad judicial**
Imposición de penas y su modificación Autoridad judicial**
Reinserción social del delincuente y 
ejecución de penas

Encargadas del sistema penitenciario

* La distinción del tipo de funciones policiales atiende a la clasificación que el art. 75 de la LGSNSP realiza en sus 
tres fracciones.
** En el entendido de que estas instancias y las funciones que desarrollan no forman parte de la SegPub.

Libro RMCP 6.indb   10 23/11/18   11:59
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estructural de sus instituciones, que 
les permite mantener la cohesión 
y el orden necesarios para llevar a 
cabo los mandatos constitucionales 
que se les han asignado, relativos 
a la defensa adecuada del Estado 
mexicano.

Y concluye consecuentemente 
que esa disciplina debe ser protegida 
por el ordenamiento legal y corregi-
da y sancionada, en su caso, a través 
de las normas penales castrenses.

En este sentido, Chavez García 
(2010) es coincidente al señalar que 
el FdG “tutela como bien jurídi-
co la disciplina” y que “un ejército 
sin disciplina se convierte en una 
muchedumbre armada incapaz de 
cumplir su cometido de Estado” 
(pp. 232 y 245).

Incluso es tal la relevancia de la 
disciplina en las FA, que la juris-
prudencia de esa Primera Sala ha 
dispuesto (desde la Novena Época) 
que “si un miembro de las Fuerzas 
Armadas comete un delito contra la 
disciplina militar cuando aún perte-
nece al instituto armado, […] debe 
serle aplicable el FdG […] siendo 
intrascendente para estos efectos si 
posteriormente es dado de baja del 
Ejército” (Tesis de Jurisprudencia 
1a./J. 71/2011).

El FdG es, por consiguiente, ya 
no una prerrogativa o privilegio 
que se conceda graciosamente a 

los miembros de las FA,8 sino una 
jurisdicción especializada9 erigida para 
garantizar la disciplina ya referida, 
que comprende el conocimiento 
tanto de los delitos como de las fal-
tas (o infracciones administrativas) 
contra esta.

Desde una perspectiva históri-
co-institucional, el FdG se ha consi-
derado tanto como una jurisdicción 
especializada como una competen-
cia. Bajo la figura de la Jurisdicción, 
los Tribunales Militares tienen la fa-
cultas y la potestas para decir el de-
recho (iuris dictio) y hacer valer sus 
resoluciones. En tanto que, al am-
paro de su naturaleza competencial, 
se trata de una expresión con una 
doble vertiente atendiendo a sen-
dos criterios: (i) la ratione personæ y (ii) 
la ratione materiæ, ya que solo resulta 
aplicable a las personas que cuen-
tan con la calidad específica de mi-
litares (lato sensu), siendo los únicos 
que pueden estar sujetos a este fue-
ro, y porque solo se les aplicará la 
materia militar a cargo de órganos 

8 La exposición de motivos del dictamen por el que se 
aprobó el art. 13 actual en esos mismos términos, pre-
sentada por el Congreso Constituyente señaló que 
“Anteriormente a la Ley Juárez, el fuero militar era po-
sitivamente un privilegio de casta; gozaban de ese fue-
ro los militares, en toda materia: en negocios del orden 
civil, en tratándose de delitos del orden común y en los 
comprendidos en la ordenanza militar”. Véase Congre-
so Constituyente, Proyecto de Dictamen, Sesión ordina-
ria 37, Querétaro, 10 de enero de 1917.
9 Véase Congreso Constituyente, Proyecto de Dictamen, 
Sesión ordinaria 37, Querétaro, 10 de enero de 1917.
Entiende también al FdG como una jurisdicción especializa-
da la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 153/2004.
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militares (Véase Alvarado Martínez, 
2010: 125).

En tal sentido, se entiende que 
el FdG es la aplicación de leyes mi-
litares a cargo de instituciones de 
administración de justicia milita-
res por la comisión de delitos con-
tra la disciplina militar,10 lo mismo 
que la aplicación de leyes marcia-
les por conducto de autoridades 
militares, in genere, ante las faltas 
contra la disciplina militar, impo-
niendo tanto penas, como correcti-
vos disciplinarios.11

De tal suerte que la interven-
ción de las diversas figuras lega-
les del FdG se llevan a cabo en dos 
vertientes: (i) el modelo de justicia 
penal militar, y (ii) el modelo de jus-
ticia administrativa sancionadora 
militar.

Veamos ahora las características 
con las que el legislador secundario, 
en uso de sus facultades de libertad 
configurativa ha dotado al fuero de 
guerra.

Fundamentalmente son dos 
cuerpos normativos los que configu-
ran al FdG en la primera vertiente 
—referida al modelo de justicia pe-
nal militar—, el Código de Justicia 

10 En apoyo de este criterio, véase la Tesis P. CXXX-
VI/97.
11 La Tesis de jurisprudencia 2a./J. 153/2004 lo sintetiza 
expresando que “comprende el conocimiento tanto de 
los delitos como de las faltas contra la disciplina militar y, 
por ende, a todas las autoridades legalmente facultadas 
para intervenir en tales asuntos e imponer las sanciones 
que correspondan (penas o correctivos disciplinarios)”.

Militar (CJM) y el Código Militar 
de Procedimientos Penales (CMPP), 
sin que esto signifique que son los 
únicos, pero sí los que determinan 
la esencia de este modelo constitu-
cional especializado.

A diferencia de los modelos de 
justicia penal no militares (civiles, del 
orden común o paisanos, según la 
terminología constitucional), en los 
que las funciones de SegPub están 
a cargo de las autoridades policiales, 
el Ministerio Público y las autorida-
des encargadas del sistema peniten-
ciario, en el fuero militar intervienen 
primordialmente las instituciones poli-
ciales y la del Ministerio Público, ahora 
a cargo del Fiscal General de Justicia 
Militar,12 y no existen todas las auto-
ridades penitenciarias ad hoc,13 por 
lo que se trata de un subsistema sui 
generis.

Así, existen previsiones en mate-
ria del fuero marcial que atribuyen 
funciones claras de SegPub hacia el 
interior de las FA, como son las fun-
ciones de Policía Ministerial Militar 

12 Y conformado por el Fiscal General de Justicia Militar, 
el Fiscal General Adjunto, el Fiscal Militar de Investiga-
ción del Delito y Control de Procesos, el Fiscal Militar 
Auxiliar del Fiscal General, el Fiscal Militar de Asuntos 
Constitucionales y Legales, el Fiscal Militar de Respon-
sabilidades y Visitaduría, así como los agentes del Minis-
terio Público Militar necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones, según lo estipulado por el art. 39 del CJM.
13 La normatividad actual hace referencia a su existen-
cia en los art. 76 bis y 122 bis del CJM, denominán-
dolo Sistema Penitenciario Militar, pero en verdad se 
trata de un “subsistema” que pertenece al FdG, que es 
el sistema real —el sistema de justicia penal militar— 
conformado de manera sui generis con ordenamientos de 
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y de Policía Militar, lo mismo que 
de Policía Naval.

La previsión de las dos primeras 
figuras policiales se encuentra en los 
artículos 2°, fracción II del CJM, y 3°, 
fracción XIII del CMPP, como au-
xiliares de la administración de justi-
cia militar. Para el caso de la Policía 
Ministerial Militar, se establece que 
para la investigación de los delitos que 
sean competencia de la jurisdicción 
militar, intervendrá esta (art. 47 del 
CJM), y que dependerá directa e in-
mediatamente del Fiscal General de 
Justicia Militar (art. 48 y 49), teniendo 
como facultades y obligaciones (art. 
49 y 79, § cuarto del CJM, así como 
128, fracción VI y 129 del CMPP):

(i) Recibir denuncias;
(ii) Recopilar y confirmar la infor-

mación que reciba sobre los he-
chos denunciados;

(iii) Prestar auxilio y seguridad a 
ofendidos y víctimas;

(iv) Realizar detenciones y puestas 
a disposición;

dos instituciones distintas (Sedena y Semar), de la cua-
les, una de ellas regula para sí misma (Semar) y la otra 
para ambas (Sedena). Fundamentalmente se encuentra 
conformado por dos leyes (stricto sensu): (i) el Código de 
Justicia Militar y (ii) el Código Militar de Procedimientos 
Penales, y por cinco reglamentos: (i) el Reglamento Ge-
neral de las Prisiones Militares, (ii) el Reglamento de los 
Grupos de Militares Procesados y Sentenciados, (iii) el 
Reglamento General de Deberes Militares, (iv) el Regla-
mento General de Deberes Navales, y (v) el Reglamento 
Interior de la Secretaría de la Defensa Nacional.

(v) Cuidar que los rastros e ins-
trumentos del delito sean 
conservados;

(vi) Preservar el lugar de los hechos;
(vii) Entrevistar a los testigos;
(viii) Practicar las diligencias orienta-

das a conocer los hechos y en su 
caso la individualización física de 
los autores y partícipes del hecho;

(ix) Recabar los datos personales 
que sirvan para la identificación 
del imputado;

(x) Materializar la intervención de 
comunicaciones privadas exclu-
sivamente respecto del personal 
militar;

(xi)  Emitir el informe policial y de-
más documentos;

(xii) Realizar acciones de entrega vi-
gilada y las operaciones encu-
biertas, y

(xiii) Realizar el registro de la de- 
tención.

Por su parte, la figura de la po-
licía militar se encuentra instru-
mentalizada, principalmente, por 
los artículos 109, 110 y 111 de la 
Ley Orgánica del Ejército y Fuerza 
Aérea Mexicanos (LOEFAM) y 
sus atribuciones son las siguien-
tes (art. 131 del CMPP y 109 de la 
LOEFAM):14

14 Una mención especial debe hacerse para el caso de la 
figura de la Policía Naval. De conformidad con el art. 
150, fracción I del Reglamento General de Deberes Na-
vales, se estructura a la Policía Naval (PN) como un ser-
vicio de armas que puede desempeñarse dentro y fuera 
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(i) Auxiliar a la Policía Ministerial 
Militar, cuando así lo determine 
el Ministerio Público;

(ii) Coadyuvar a la conservación 
del orden y a la vigilancia del 
cumplimiento de las disposicio-
nes militares de carácter disci-
plinario, dentro de los lugares 
en los que el Ejército y la Fuerza 
Aérea ejercen competencia, así 
como las sujetas al mando mili-
tar del comandante, bajo cuyas 
órdenes opere;

(iii) Custodiar y proteger los cuar-
teles generales, instalaciones y 
otras dependencias del Ejército y 
Fuerza Aérea;

(iv) Organizar la circulación, dirigir 
el tránsito de vehículos y perso-
nas y controlar a los rezagados;

(v) Custodiar, evacuar y controlar 
a los prisioneros de guerra, cus-
todiar a las prisiones militares y 
a los procesados y sentenciados;

de las unidades y establecimientos navales. Cuando se 
desempeña dentro, su objetivo es proporcionar la seguri-
dad militar y el régimen interno, en tanto que cuando se 
realizan fuera de la unidad o establecimiento tienen por 
objeto coadyuvar en el cumplimiento de la misión y atri-
buciones de la Armada. Lo que deja de manifiesto que 
no tiene las mismas funciones y atribuciones que la Poli-
cía Militar. Incluso, la doctrina pone énfasis en no con-
fundir estas figuras, como Valdés, que manifiesta que “es 
muy importante no confundir la policía marítima con la 
policía naval”, aunque no se coincide con su postura de 
que “la policía naval, a diferencia de la policía marítima, 
no tiene actualmente fundamento en la legislación na-
cional y es un servicio interno que se realiza a través de la 
Armada de México”, pues desde el 11 de septiembre de 
2003 se encuentra normada por el Reglamento en cita 
(véase Valdés Cerda, 2016: 86).

(vi) Cooperar con los órganos espe-
ciales en la averiguación y pre-
vención del espionaje, sabotaje y 
demás actividades subversivas;

(vii) Vigilar el cumplimiento de las 
medidas para garantizar la se-
guridad física de las perso-
nas, de la información y de las 
instalaciones;

(viii) Proteger a las personas y a la 
propiedad pública, y

(ix) Prevenir el pillaje y el saqueo en 
los casos de emergencia.15

Como puede verse, las funciones 
de la Policía Ministerial Militar son 
equivalentes a las que lleva a cabo 
la Policía Ministerial en el orden 
civil, en tanto que las de la Policía 
Militar guardan equivalencia con 
las funciones de las policías de trán-
sito, las auxiliares, las autoridades 
penitenciarias, las procesales y las 
preventivas. De ahí que todas estas 
funciones deban ser consideradas 
como funciones genuinas de segu-
ridad pública, aunque estén limi-
tadas al ámbito interno o del fuero 
de guerra, previsto por el Órgano 
Reformador de la Constitución en el 
artículo 13 del Pacto Fundamental.

Esta es la visión que plasmó de 
manera reciente el legislador fede-
ral, al señalar en la fracción XVIII 
del artículo 81 del CMPP como 

15  Estas tres últimas (vii, viii y ix), solo cuando reciba ór-
denes de las autoridades militares competentes.
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atribución del Fiscal General de 
Justicia Militar, certificar al personal 
de agentes del Ministerio Público 
Militar y Policías Ministeriales que 
cumplan los estándares del Sistema 
Nacional de SegPub.

Y es la misma visión que tuvo el 
titular del Ejecutivo Federal a través 
del Consejo Nacional de Seguridad 
Pública, al señalar como parte 
del marco jurídico del Protocolo 
Nacional de Actuación (referen-
te al primer respondiente), las te-
sis P./J. 37/2000 y P./J.38/2000 
—que ya he mencionado y que se 
verán a detalle más adelante—, 
relativas a la constitucionalidad 
de la participación del Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea en au-
xilio de las autoridades civiles, aca-
tando órdenes del presidente de la 
República;16 así como la del general 
secretario de la defensa nacional, 
al establecer como función de la 
Fiscalía General de Justicia Militar 
certificar tanto a los agentes del 
Ministerio Público Militar, como a 
los agentes de la Policía Ministerial, 
cuando cumplan los estándares es-
tablecidos por el Sistema Nacional 
de SegPub (Sedena, 2017, Manual 
de Organización General de la Secretaría 
de la Defensa Nacional) y del almiran-
te secretario de marina dentro del 
Protocolo de actuación del personal naval 

16 Vid. Consejo Nacional de Seguridad Pública, Primer 
Respondiente. Protocolo nacional de actuación: 6 y 7.

en funciones de guardia costera (Semar, 
2018, Protocolo de actuación del personal 
naval en funciones de guardia costera).

IV. FUNCIONES EN MATERIA 
DE SEGURIDAD PÚBLICA 
EXTERNA O DE POLICÍA 
MARÍTIMA

Desde el inicio de este trabajo se ha 
sostenido que las funciones de segu-
ridad pública externa o de Policía 
Marítima no se encuentran regula-
das de manera expresa por el texto 
constitucional, sino de manera im-
plícita en el mismo y dentro del blo-
que de constitucionalidad, a través 
de algunos instrumentos internacio-
nales referentes al derecho del mar.

Así, la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar (ConveMar) se refiere a es-
tas funciones policiales al regular ac-
ciones de lo que entendemos como 
Guardia Costera para los Estados 
Ribereños, como una función re-
conocida en el ámbito del derecho 
internacional, con tareas tales como 
la preservación del medio ambiente; 
la protección de recursos marinos; 
reducción y control de la contami-
nación; búsqueda y rescate en la 
mar, así como algunas de especial 
interés como la protección maríti-
ma y portuaria; la vigilancia de las 
zonas marinas y costas,; protección 
de tráfico marítimo y, sobre todo, 
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cumplimiento del orden jurídico en 
zona marinas, seguridad de la nave-
gación, reglamentación del tráfico 
marítimo, protección de las ayu-
das a la navegación y de otros ser-
vicios e instalaciones, y prevención 
de infracciones de leyes y reglamen-
tos en materia pesquera, aduaneros 
fiscales, de inmigración y sanitarios 
(art. 21-27, 1 d; 41, 42, 56, 1 b, iii; 
108,145, 146, 192-194 y 235).

Cabe señalar, antes de continuar 
con este análisis, que esta expresión 
seguritaria —por su naturaleza mis-
ma— no le compete a la totalidad 
de la FAP, sino tan solo a las tropas 
de mar. Lo que tiene alcances im-
portantes para poder diferenciar 
que las funciones de SegPub ex-
terna, en el caso de los ejércitos de 
tierra y de aire, solo se presentan 
en auxilio de las autoridades civi-
les encargadas, precisamente, de la 
SegPub.

Bastaría con mencionar las obli-
gaciones derivadas de la ConveMar 
para encontrar funciones de Policía 
Marítima a la Armada, pero además 
la normatividad nacional robustece 
esta postura, particularmente las si-
guientes disposiciones:

(i) Ley Orgánica de la Armada de 
México (art. 1°, 2°, fracciones III, 
IV, IV bis, VI, VIII, IX y XI);

(ii) Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal (art. 
30, fracciones IV, V, VII, VII 

ter, VII quáter, XX, XXIV y 
XXV);

(iii) Ley de Puertos (art. 2°, 19 bis y 
19 ter );

(iv) Ley de Navegación y Comercio 
Marítimos (art. 2°, fracciones 
VII bis y VII ter; 7°, 8° bis, frac-
ciones I y II, y 163).

(v) Reglamento del Centro Uni-
ficado para la Protección Marí-
tima y Portuaria (CUMAR);

(vi) Manual de Operación del Centro 
Unificado para la Protección 
Marítima y Portuaria;

(vii) Acuerdo Secretarial núme-
ro 039 por el que se crean las 
Unidades Navales de Protección 
Portuaria (UNAPROP), en dife-
rentes puertos marítimos de la 
República Mexicana, a partir 
del 1 de abril de 2014, y

(viii) Protocolo de actuación del perso-
nal naval en funciones de guardia 
costera.

De estas disposiciones, se des-
prende una vasta gama de facul-
tades en materia de SegPub, pero 
antes conviene clarificar dos aspec-
tos relacionados con los alcances de 
las figuras de Policía Marítima y de 
Guardia Costera.

De manera expresa, la norma-
tividad mexicana (lato sensu) regula 
la figura de la Policía Marítima en 
el referido Acuerdo Secretarial nú-
mero 039, por el que el titular de la 
Secretaría de Marina (SEMAR) creó 
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las Unidades Navales de Protección 
Portuaria (UNAPROP) para:

… fortalecer las capacidades de los Man-
dos Navales, para que en el ejercicio de las 
atribuciones de Policía Marítima, puedan 
ejercer la autoridad en materia de Protec-
ción Marítima y Portuaria en los puertos 
marítimos del país.

Esto a fin de atender las nuevas 
atribuciones y responsabilidades de 
esa dependencia en materia de pro-
tección marítima y portuaria.

En este acuerdo se señala en 
un apartado segundo que las 
UNAPROP son unidades operati-
vas que llevan a cabo “acciones de 
vigilancia, inspección y control en 
funciones de Policía Marítima en el 
interior de los recintos portuarios”.

Por otro lado, la institución de 
la GuaCos se encuentra regulada 
—y mencionada también de mane-
ra expresa— en el artículo 30, frac-
ción VII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, y 
en el 2°, fracción IV bis de la Ley 
Orgánica de la Armada de México. 
En ambos casos, la regulación es con 
la finalidad de establecer que co-
rresponde a la SEMAR, a través de 
la Armada, ejercer funciones de la 
GuaCos para mantener el Estado de 
derecho en las zonas marinas mexi-
canas, costas y recintos portuarios, lo 
que podrá realizar a través de “ac-
ciones de vigilancia, verificación, 
visita, inspección u otras acciones 

previstas en las disposiciones jurídi-
cas aplicables”.

Lo anterior no significa, ni mu-
cho menos, (i) que las funciones de 
GuaCos no sean funciones de Poli-
cía Marítima, ni que (ii) las atribu- 
ciones de la Armada se limiten a los 
ordenamientos que de manera tex-
tual mencionan a estas dos figuras 
jurídicas. Si bien no todas las fun-
ciones de Policía Marítima son de la 
GuaCos, todas las de esta naturale-
za sí son de tipo policial marítimo, 
y precisamente las funciones que 
tienen que ver con la figura de la 
Policía Marítima son expresiones de 
las funciones de SegPub.

De manera sintética, las funcio-
nes del tipo de SegPub a cargo del 
Ejército de mar pueden englobarse 
de la siguiente manera:

(i) Ejercicio de la soberanía;
(ii) Protección de la vida humana;
(iii) Protección ambiental;
(iv) Protección marítima y 

portuaria;
(v) Cumplimiento del Estado de 

derecho, y
(vi) Seguridad de la navegación.17

17  Esta clasificación propia es para efectos de aglutinar 
funciones que se consideran en este documento como de 
SegPub, sin que se desconozcan los tres roles que México 
está obligado a asumir para el cumplimiento del orden 
jurídico nacional atendiendo a las funciones de Estado: 
(i) del Pabellón o de Abanderamiento (flag State), (ii) del 
Puerto o Rector del Puerto (port State), y (iii) Ribereño 
(coastal State). En este último rol, México se encuentra 
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1. Ejercicio de la soberanía:

(i) Realizar acciones para sal-
vaguardar la soberanía y 
defender la integridad del 
territorio nacional en el mar 
territorial, zona marítimo te-
rrestre, islas, cayos, arrecifes, 
zócalos y plataforma con-
tinental; así como en aguas 
interiores, lacustres y ríos en 
sus partes navegables, inclu-
yendo los espacios aéreos co-
rrespondientes, y

(ii) Vigilar los derechos de sobe-
ranía en la zona económica 
exclusiva.

2. Protección de la vida humana:

(i) Regular y vigilar la seguri-
dad de la vida humana en el 
mar y supervisar a la marina 
mercante;

(ii) Dirigir, organizar y llevar a 
cabo el servicio de búsqueda 
y rescate para la salvaguarda 
de la vida humana en las zo-
nas marinas mexicanas,18 y

obligado a “verificar el cumplimiento de la legislación 
nacional e internacional en sus zonas marinas” (véase 
Valdés Cerda, 2016: 87 y 88).
18 Definidas por la Ley Federal del Mar en su art. 3°, así 
como por el Protocolo de actuación del personal naval en fun-
ciones de guardia costera como las “áreas delimitadas en la 
extensión y términos que fija el Derecho Internacional; 
se extiende al espacio aéreo sobre el mar territorial, así 
como al lecho y al subsuelo de ese mar, a los fondos mari-
nos y oceánicos y su subsuelo, en donde la Nación ejerce 
derechos de soberanía, jurisdicciones y otros derechos” 

(iii) Realizar acciones de salva-
mento en caso de accidentes o 
incidentes de embarcaciones.

3. Protección ambiental:

(i) Proteger los recursos maríti-
mos, fluviales y lacustres na-
cionales, así como participar 
en toda actividad relaciona-
da con el desarrollo maríti-
mo nacional;

(ii) Vigilar y proteger el medio 
marino dentro del área de su 
responsabilidad, actuando por 
sí o en colaboración con otras 
dependencias e instituciones 
nacionales o extranjeras;

(iii) Inspeccionar, patrullar y lle-
var a cabo labores de reco-
nocimiento y vigilancia para 
preservar, las áreas naturales 
protegidas, en coordinación 
con las autoridades compe- 
tentes;

(iv) Intervenir en la prevención y 
control de la contaminación 
marítima, y

(v) Llevar a cabo acciones de ve-
rificación en materia de ver-
timiento de desechos y otras 
materias al mar distintas a 
aguas residuales.

y comprenden: (i) el mar territorial; (ii) la aguas marinas 
interiores; (iii) la zona contigua; (iv) la zona económica 
exclusiva; (v) la plataforma continental y las plataformas 
insulares; y (vi) cualquier otra permitida por el derecho 
internacional.
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4. Protección marítima y portuaria:

(i) Coadyuvar en el cumpli-
miento de los tratados o con-
venios internacionales en los 
que México sea parte en ma-
teria de protección marítima 
y portuaria;

(ii) Realizar acciones de vigilan-
cia, visita, inspección u otras 
acciones previstas en las dis-
posiciones jurídicas aplica-
bles en las zonas marinas 
mexicanas, costas y recintos 
portuarios;

(iii) Establecer, en coordinación  
con la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes, la 
protección marítima y portua- 
ria que aplicará el CUMAR, 
y

(iv) Fungir como instancia coor-
dinadora de las acciones que 
realicen las autoridades de 
los tres órdenes de gobier-
no en materia de protección 
marítima y portuaria.

5. Cumplimiento del Estado de de-
recho:

(i) Ejercer funciones de guacos 
para mantener el Estado de 
derecho en las zonas mari-
nas mexicanas, costas y re-
cintos portuarios a través de 
acciones de vigilancia, veri-
ficación, visita, inspección u 

otras acciones previstas en 
las disposiciones jurídicas 
aplicables;

(ii) Garantizar el cumplimiento 
del orden jurídico en las zo-
nas marinas mexicanas por 
sí o coadyuvando con las au-
toridades competentes en el 
combate al terrorismo, con-
trabando, piratería en el mar, 
robo de embarcaciones pes-
queras, artes de pesca o pro-
ductos de esta, tráfico ilegal 
de personas, armas, estupe-
facientes y psicotrópicos;

(iii) Proteger instalaciones estraté-
gicas del país en su ámbito de 
competencia y donde el man-
do supremo lo ordene, y

(iv) Poner a disposición ante la 
autoridad competente a las 
personas, objetos, instrumen-
tos y productos relacionados 
con la posible comisión de 
un delito, cuando en ejerci-
cio de estas funciones tenga 
conocimiento del mismo.

6. Seguridad de la navegación:

(i) Regular y vigilar la seguridad 
de la navegación y supervisar 
a la marina mercante;

(ii) Administrar y operar el seña-
lamiento marítimo, así como 
proporcionar los servicios 
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de información y seguridad 
para la navegación marítima;

(iii) Proteger el tráfico marítimo, 
fluvial y lacustre, en las zonas 
marinas mexicanas, aguas in-
teriores navegables y donde el 
mando supremo lo ordene;

(iv) Establecer las áreas restringi-
das a la navegación, incluidos 
los espacios aéreos correspon-
dientes, en coordinación con 
las autoridades competentes, y

(v) Realizar acciones para pro-
porcionar seguridad maríti-
ma en caso de accidentes o 
incidentes de embarcaciones.

Como puede observarse de lo 
hasta aquí dicho en materia de 
Policía Marítima, se trata de funcio-
nes de policía preventiva, de tránsi-
to, de reacción y de investigación, 
por lo que no pueden menos que 
sostenerse las funciones de SegPub 
externas o de Policía Marítima de la 
Marina Armada mexicana.

Una mención especial merece 
el Protocolo de actuación del personal na-
val en funciones de guardia costera por 
tres razones: (i) lo reciente que es, 
(ii) la visión —por lo menos intrín-
seca— que tiene de la intervención 
de la GuaCos como primer respon-
diente (Alvarado Martínez, 2018) 
en materia de SegPub, y (iii) la crea-
ción de un documento equivalente al 
Informe Policial Homologado (IPH) 
para una de las FA.

El referido protocolo fue publica-
do en el DOF apenas el 06 de abril 
de este año 2018, y fue signado por 
el titular de la SEMAR, así como 
por el homólogo de la Procuraduría 
General de la República. Este docu-
mento busca cuatro objetivos para 
el personal naval en funciones de 
GuaCos:

(i) Establecer el procedimien-
to a observar ante un hecho 
que la ley señala como deli-
to, en caso de flagrancia, des-
cubrimiento o aportación de 
los indicios, evidencias, obje-
tos, instrumentos o produc-
tos del hecho delictivo;

(ii) Proporcionar criterios de ac-
tuación que brinden certeza 
jurídica para la puesta a dis-
posición ante el Ministerio 
Público de la Federación;

(iii) Fortalecer la coordinación y 
colaboración con las autori-
dades responsables de la se-
guridad pública, y

(iv) Orientar y facilitar sus pro-
cesos de capacitación.

Dentro del protocolo, se regula la 
figura del Informe de Actividades de 
Guardia Costera (IAGuaCos), que 
no es otra cosa que el tristemente 
célebre IPH al que se le ha negado 
a las FA facultades para su llena-
do, por no ser policías (visión par-
cialmente errónea, según puede ya 
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vislumbrarse), ahora con un nom-
bre “políticamente correcto”.

El informe es definido por el pro-
tocolo como el “documento detalla- 
do, que describe el tiempo, modo 
y lugar en el que ocurrieron los he-
chos con la mayor cantidad de in-
formación posible”19,20, y en la 
definición de lo que es la “puesta 
a disposición”, se regula la posibi-
lidad de que este informe pueda ir 
acompañado con “los anexos que 
correspondan”.

Así, por ejemplo, ante un eventual 
ataque a las infraestructuras críticas 
(IEC) (Ley General de Protección 
Civil, art. 2, fracción XXXII) na-
cionales, como podría ser un com-
plejo petrolero como Cantarell 
(Romo, 2015: 144 y Arzate, 2016), 
mediante la comisión de conduc-
tas delictivas de terrorismo21 dentro 
de las zonas marinas mexicanas,22 
no serían las autoridades policiales 

19 Entre otra, la lectura de derechos de la persona deteni-
da y el inventario de indicios, evidencias, objetos, instru-
mentos o productos del hecho delictivo, de conformidad 
con el apartado B5.8.4.1. del protocolo de mérito.
20 Y que es coincidente con las características que la doc-
trina atribuye al IPH. Así, Castilla lo define “como mí-
nimo, el registro de la hora, fecha y circunstancias en las 
que se deja el lugar de intervención bajo la responsabili-
dad del policía de investigación, perito o Policía con Ca-
pacidades para Procesar” (véase, Castilla Cravioto, 2018: 
16). Y que el CMPP en su art. 129, § segundo, fracción 
XIV denomina solamente informe policial.
21 Expresión delictiva de la DO, en términos del art. 2°, 
fracción I de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada.
22 Sobre la protección desde la visión de la seguridad na-
cional de las IEC en materia petrolera por ataques terro-
ristas, véase Evangelho de Araujo, 2016.

“tradicionales”, ni locales, ni federa-
les, las que intervendrían, por care-
cer de competencia para ello, pues 
no son la policía de Campeche, ni 
la Policía Federal las facultadas para 
llevar a cabo funciones policiales 
dentro de las zonas marinas mexi-
canas. Esto con independencia de 
que tal conducta, además, podría 
ser considerada como un tema de 
seguridad nacional, en su vertiente 
de seguridad interior.

Resulta interesante mencionar 
algunos antecedentes de esta figu-
ra seguritaria. Según Valdés Cerda 
(2016: 85), desde diciembre de 1940 
—año de creación de la SEMAR 
como Departamento de la Marina 
Nacional—, ya se contaba con atri-
buciones de Policía Marítima, ade-
más de las de marina mercante y de 
capitanías de puerto, y a pesar de que 
en 1976 se reformó la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal 
y estas dos últimas funciones fueron 
reasignadas, ahora a cargo de la 
SCT, las funciones policiales conti-
nuaron en manos de la SEMAR.

Él mismo menciona que en 1978, 
el presidente de la República, José 
López Portillo ordenó la creación de 
siete compañías de Policía Marítima, 
dos en el puerto de Veracruz y cin-
co en los puertos de: (i) Tampico; 
Tamaulipas; (ii) Mazatlán, Sinaloa; 
(iii) Coatzacoalcos, Veracruz; (iv) 
Acapulco, Guerrero, y (v) Chetumal, 
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Quintana Roo, pero ese proyecto 
nunca se materializó.

La falta de regulación más espe-
cífica implica, según su visión, una 
suerte de funciones de apoyo, pues-
to que:

… las funciones de policía marítima son 
de carácter civil, no militar, pero para su 
cumplimiento y, de acuerdo a la legis-
lación nacional, pueden efectuarse por 
unidades y personal militar cuando se 
realizan operaciones navales diferentes 
a las de guerra (Valdés Cerda, 2016: 89).

Por otro lado, y finalmente, 
existe una duplicidad de funciones 
en cuanto a la figura de la Policía 
Marítima, puesto que el artículo 
254 del Reglamento de la Ley de 
Navegación y Comercio Marítimos 
establece dentro de las activida-
des de resguardo marítimo fede-
ral (ReMaFe) que “los oficiales de 
las patrullas marítimas deberán 
cumplir con las obligaciones que 
se establezcan en el Manual que 
para tal efecto expida la Dirección 
General” de marina mercante, de-
pendiente de la SCT. Funciones es-
tas de patrullaje marítimo que son 
propias de la Policía Marítima (en 
su versión de GuaCos) y que van en 
contraposición de lo que establecen 
el artículo 30, fracción VII de la 
Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal y el 2°, fracción 
IV bis de la Ley Orgánica de la 
Armada de México.

V. FUNCIONES EN MATERIA 
DE SEGURIDAD PÚBLICA 
EXTERNA O DE APOYO

Ya se ha mencionado que la inter-
vención de las FA en materia de se-
guridad pública, solo es en auxilio 
de las autoridades civiles competen-
tes, y deberá ser a través de la Ley 
General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, con las reglas 
ahí previstas, lo mismo que en ob-
servancia de los criterios del pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación mediante las jurispruden-
cias P./J. 35/2000; P./J. 36/2000; 
P./J. 37/2000; P./J. 38/2000 y P./J. 
39/2000, emitidas con relación al 
estudio de los artículos 16, 29, 89 
fracción VI y 129 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en los que determinó 
afirmativamente la posibilidad de 
que el Ejército, la Fuerza Aérea y 
la Armada puedan actuar en apo-
yo de las autoridades civiles en ta-
reas diversas de seguridad pública, lo 
que implica su participación para 
efectos de la restauración del orden 
público, así como para enfrentar al 
crimen organizado o los actos eje-
cutados contra la “seguridad de la 
nación”.

Sobre este punto, no se desco-
noce el debate que actualmente 
se presenta en torno a este tema 

Libro RMCP 6.indb   22 23/11/18   11:59



IN
A

C
IP

E 
 • 

 2
01

8 
• R

EV
IS

TA
 M

ex
ic

an
a 

de
 C

ie
nc

ia
s 

Pe
na

le
s 

• N
úm

. 6

23

Las fuerzas armadas y sus funciones policiales • Israel Alvarado Martínez

en particular,23 en el que —no sin 
matizar deliberadamente la in-
formación— se sostiene que con 
esta situación se violenta la juris-
prudencia emanada por la Corte 
Interamericana de Derechos Hu-
manos (Corte IDH), pues se con-
travienen los estándares internacionales 
referentes al papel de las FA para in-
tervenir en materia de (i) situaciones 
de (a) emergencia, (b) excepciona-
les y (c) de criminalidad común; (ii) 
protesta social, (iii) disturbios inter-
nos y (iv) violencia interna.

Dicha Corte IDH ha sostenido, 
en síntesis, que el entrenamiento 
que reciben las FA se encuentra di-
rigido a “derrotar un objetivo legíti-
mo”, pero no a proteger y efectuar 
el “control de civiles”, pues ese en-
trenamiento es propio de los entes 
policiales, por lo que debe existir 
una división clara de las funcio-
nes militares y policiales que “debe 
guiar el estricto cumplimiento del 
deber de prevención y protección 
de los derechos en riesgo a cargo de 
las autoridades internas”.24

23  Inter alia, Quintana Osuna menciona que “el artículo 
129 constitucional es unívoco cuando limita las funcio-
nes militares a tiempos de paz. Esto es acorde con los es-
tándares internacionales…” (véase Quintana Osuna, art. 
129, Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos Comentada, Tomo I: 2223)
24 Se trata de las Jurisprudencias siguientes:

(i) Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Caso Cabrera y Montiel vs. México, Sentencia de 
26 de noviembre de 2010, disponible en: [https://
bit.ly/2swA4RT], consultado el 05 junio de 2018.

Pero de la lectura de la referida 
jurisprudencia no se desprende una 
prohibición de intervención de las 
FA en tareas de seguridad interior, 
incluso de combate a la criminalidad 
común —lo que se traduce en seguri-
dad pública—, por dos razones:

(i) Restringe su actuación a que 
sea de forma excepcional y para 
enfrentar situaciones reales de 
emergencia de forma y por el 
tiempo “estrictamente limitados 
a las exigencias de la situación”, 
y

(ii) Señala que no constituye un 
medio para enfrentar la crimina-
lidad común.

Por otro lado, más allá de la ali-
neación de la actuación de las FA en 
labores de auxilio a la SegPub a los 
estándares fijados por la jurispru-
dencia de la Corte Interamericana, 
el tema nodal es si estos estándares 
resultan obligatorios para el Estado 
mexicano.

Tales sentencias emitidas por 
la Corte Interamericana consti-
tuyen jurisprudencias vinculantes 

(ii) Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Caso Zambrano Vélez y otros vs. Ecuador, Senten-
cia de 4 de julio de 2007, disponible en: [https://
bit.ly/2cRxX40], consultado el 05 junio de 2018.

(iii) Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Caso Montero Aranguren y otros vs. Venezuela, 
Sentencia de 5 de julio de 2006, disponible en: 
[https://bit.ly/1qtcsFt], consultado el 05 junio de 
2018.
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(obligatorias), aunque sean aisladas 
o no reiteradas25 y hayan sido emiti-
das en asuntos en los que el Estado 
mexicano no haya sido parte en el 
litigio ante aquel alto tribunal,26 por 
lo que los tribunales mexicanos de-
berán analizar siempre: (i) “los débi-
tos que expresamente se desprenden 
de tales fallos”27 para los tribunales, 
como parte del Estado mexicano, 
y (ii) la relación existente entre los 
DH que la Corte IDH consideró 
vulnerados, con los reconocidos por 
nuestra Constitución o los tratados 
internacionales celebrados por el 
Estado mexicano y que, por tanto, 
“se comprometió a respetar”.28

Visto así, pareciera que las 
tres jurisprudencias de la Corte 
Interamericana que ya se han se-
ñalado resultan obligatorias para 
el Estado mexicano, sin embargo, 
un criterio interno, también juris-
prudencial, emitido por el Tribunal 
Pleno de la SCJN, ha introducido 
una variable, consistente en que, si 
existe una contraposición entre nues-
tra Constitución y cualquier otra dis-
posición, al constituir una restricción 
expresa de derechos, deberá imperar 
el texto constitucional. Lo menciona 
de la manera siguiente:

25  Véase la Tesis P. III/2013 (10a.).
26 Véase la Tesis de Jurisprudencia P./J. 21/2014 (10a.)
27 Véase la Tesis P. XVI/2015 (10a.)
28 Véase la Tesis P. XVI/2015 (10a.)

… cuando en la Constitución haya una 
restricción expresa al ejercicio de los de-
rechos humanos, se deberá estar a lo que 
indica la norma constitucional, ya que el 
principio que le brinda supremacía com-
porta el encumbramiento de la Constitu-
ción como norma fundamental del orden 
jurídico mexicano, lo que a su vez implica 
que el resto de las normas jurídicas deben 
ser acordes con la misma, tanto en un sen-
tido formal como material.29

Finalmente, debe tenerse en con-
sideración la confusión que actual-
mente existe entre las figuras de la 
SegIn y la SegPub, que en gran me-
dida se debe, como apunta Santos 
Pico (2010) a la multiplicidad de 
percepciones en materia seguritaria, 
que adoptan figuras tales como la 
seguridad nacional o del Estado, la 
internacional y colectiva, la demo-
crática, la cooperativa, la humana 
y la ciudadana, “que nos permiten 
confrontar las diferencias y consen-
sos en el hemisferio americano so-
bre el tema principal” p. (190).

La confusión es expuesta por 
Castaño al señalar que la definición 
de SegIn contenida en el Programa 
de Seguridad Nacional se refiere 
a la seguridad de los ciudadanos 
y al desarrollo para mantener el 
Estado de derecho y la gobernabili-
dad democrática en todo el territo-
rio nacional, lo que deja “un marco 
sumamente amplio y abstracto de 

29 Véase Tesis de Jurisprudencia P./J. 20/2014 (10a.).
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comprensión para la aplicación de 
políticas vinculadas al ámbito de la 
seguridad nacional”, lo cual gene-
ra una “zona gris donde convergen 
la seguridad pública y la seguridad 
interior”, lo que se traduce en con-
fusión de los marcos de actuación 
que han llevado a la aceptación 
“dentro de un contexto de normali-
dad” de la actuación de las Fuerzas 
Armadas en el ámbito de la segu-
ridad pública, a sabiendas de que 
“constitucionalmente dicha mate-
ria le competa originariamente a la 
autoridad civil”, hecho que genera 
“lagunas y vacíos legales” (Castaño 
Contreras, 2015: 78-80 y 82).

VI. LAS FUNCIONES 
POLICIALES DE LAS 
FUERZAS ARMADAS

Considero que no existe gran po-
lémica en comprender que las fun-
ciones descritas como de SegPub 
interna no se encuentran a discu-
sión jurídica, la normatividad es 
clara al conferirles funciones de esta 
naturaleza a las FA.

La polémica se suscita, como 
ya se ha mencionado, en la perti-
nencia de que la FAP se dedique a 
auxiliar a las fuerzas del orden —
primordialmente policiales— para 
proporcionar este tipo de expresión 
seguritaria.

Polémica que, a mi parecer, no 
se sustenta en bases constituciona-
les o legales, pues sobra decir que 
la Constitución no les prohíbe in-
tervenir en estas tareas, sino que las 
condiciona a que no sea de manera 
directa; que la SCJN ya ha interpre-
tado la constitucionalidad de su in-
tervención, y que la jurisprudencia 
de la Corte IDH tampoco limita su 
intervención, sino que sienta las ba-
ses para que intervengan en la for-
ma que ya he señalado.

La litis —por decirlo con la pe-
dantería propia de la situación—, se 
centra en la conveniencia o incon-
veniencia de que las FA intervengan 
con una visión clara de derecho hu-
manos. Es decir, de salvaguardar los 
derechos de la población ante ins-
tituciones del Estado que pudieran 
“no estar preparadas para respetar 
esos derechos”.

Me explico, en la jurisprudencia 
de la Corte IDH (Caso Cabrera y 
Montiel vs. México), se sostiene que 
“el entrenamiento que reciben [cil. 
las Fuerzas Armadas] está dirigido 
a derrotar un objetivo legítimo, y no 
a la protección y control de civiles, 
entrenamiento que es propio de los 
entes policiales”. Postura que fuera 
sostenida de manera idéntica cua-
tro años antes en el Caso Montero 
Aranguren y otros vs. Venezuela.

Con estos puntos aclarados, toca 
el momento de abordar somera-
mente dos temas que me parecen 
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nodales: (i) la visión desde los in-
tegrantes de las FA —como indi-
viduos—, mediante la figura del 
“militar flexible”, y (ii) la visión de 
las FA —como corporaciones—, 
mediante las funciones para el man-
tenimiento del orden interno (MOI) 
y OMP.

A. EL MILITAR FLEXIBLE

Por qué actúan a pesar del conoci-
miento que tienen de que no fueron 
diseñadas (las FA) para enfrentar 
problemas de seguridad pública 
puede explicarse desde varios án-
gulos, pero la visión que presenta 
Malamud resulta muy interesante y 
habrá que poner atención a ello.

Ella menciona que según los ras-
gos subjetivos del desempeño pro-
fesional militar existen tres tipos 
puros de soldado:

(i) el guerrero (warrior);
(ii) el soldado de paz (peacekeeper), y
(iii) el flexible (in between).

El primer tipo es caracterizado 
por disciplina, liderazgo, obedien-
cia, patriotismo, lealtad al poder ci-
vil, habilidad para soportar el estrés 
físico y una actitud negativa hacia 
las operaciones de “no guerra”; el 
segundo tiene como características 
la cooperatividad, determinación, 
especialización, educación general, 

empatía, apertura mental y una ac-
titud favorable hacia las operaciones 
distintas a la guerra, tomadas como 
parte natural de la tarea militar, en 
tanto que el último, el flexible, inte-
gra las características anteriores.

La parte relevante es que, según 
señala, desde una perspectiva subje-
tiva, el soldado flexible muestra una 
adaptación a “tareas que considera 
que no son típicas de su rol pero que 
sólo un militar puede hacer”, y tiene 
una autopercepción de que las acti-
vidades que desarrolla suponen “la 
combinación de distintas capacida-
des, adaptándose a los requerimien-
tos variables e inciertos que emanan 
de un medio ambiente turbulento”, 
en tanto que bajo una óptica de los 
cambios estructurales de la organiza-
ción militar, las fuerzas flexibles se 
encuentran “equipadas con diseño 
de fuerzas, material y políticas que 
permiten a los Estados responder 
de distinta manera en colabora-
ción con aliados ante una amplia 
variedad de crisis cuya naturaleza 
es difícil de predecir”, realizando 
un “enlace funcional entre incerti-
dumbre del entorno y la adopción 
de estructuras de organización flexi-
bles capaces de tener una respuesta 
ágil a los cambios de las condiciones 
no previstas” (Malamud, 2014: 649 
y 650).
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B. FUNCIONES PARA EL 
MANTENIMIENTO DEL ORDEN 
INTERNO Y LAS OPERACIONES PARA 
EL MANTENIMIENTO DE LA PAZ

No es pretensión de este apartado 
establecer lo que es cada una de 
estas funciones, sino señalar la in-
tervención de las FA en funciones 
policiales (y por consiguiente de  
SegPub) en el despliegue interno  
e internacional a través del MOI y 
las OMP, respectivamente.

Una serie de documentos ope-
racionales y de libros blancos de 
Argentina, Brasil, Colombia, Ecua-
dor, España y los Estados Unidos de 
Norteamérica establecen los roles 
policiales que los efectivos de las FA 
de esos países pueden y deben reali-
zar durante las operaciones para el 
MOI.

Para el primero de los casos, el 
de Argentina, la doctrina militar30 
señala que:

Desde el momento en que los nuevos 
escenarios fueron considerados agresio-
nes estratégicas y no delitos comunes, 
habida cuenta que superaban en mucho 
a los simples hechos de seguridad pú-
blica interna como para poder enfrentar-
los con fuerzas policiales, los gobiernos 

30 En México denominamos Doctrina Militar al “Con-
junto de normas, conceptos, tradiciones y costumbres 
netamente militares aprobados, difundidos y aceptados 
que guían las conductas y comportamientos individua-
les y la operación colectiva de las fuerzas armadas en 
el cumplimiento de sus misiones constitucionales”. Véa-
se , Colegio de Defensa Nacional y Centro de Estudios 

comenzaron a asignar nuevos roles a las 
fuerzas militares (Trama, 2013: 10).

Roles que, por supuesto, se sitúan 
dentro de las funciones eminente-
mente policiales para atender pro-
blemas propios de la SegPub.

En el caso brasileño, su Livro 
Branco de Defesa Nacional (2012) se 
refiere a las funciones para el MOI 
como actuaciones de las FA en la 
“garantía de la ley y del orden”, y 
muestran un ejemplo del año 2010 
para establecer la paz social ante 
las acciones del crimen organizado, 
a través de la Fuerza de Pacificación, 
en la que un contingente de mili-
tares (del Ejército, la Marina y la 
Policía Militar) se establecieron en 
un área de comunidades margina-
das de los suburbios de la ciudad 
de Río de Janeiro, conocida como 

Superiores Navales, Glosario de términos unificados de Segu-
ridad Nacional, Secretaría de la Defensa Nacional/Secre-
taría de Marina, México, 2016. Por su parte, el Ejército 
de Chile, considera por doctrina militar a “La Doctrina 
Operacional del Ejército Chileno es el conjunto de con-
ceptos, principios, normas, funciones, procedimientos y 
directrices fundamentales que orientan la organización, 
preparación y empleo de la fuerza terrestre. Representa 
la razón fundada que perfila la forma de razonar y com-
batir de las unidades. Alcanza al quehacer de la fuerza 
terrestre en todos sus aspectos y genera una cultura pro-
fesional común. Sirve de base para currículos docentes 
de los cursos formativos y de capacitación, representan-
do además el estándar en materia de liderazgo y entre-
namiento para el combate. Este capital intelectual, que 
proporciona el sustento para la forma en que el Ejército 
lleva adelante las acciones que tienen relación con el em-
pleo de la fuerza terrestre, se basa en los resultados de los 
procesos de investigación, experimentación, así como en 
las experiencias propias de otros ejércitos”. Véase Ejér-
cito de Chile, Reporte de Responsabilidad Social: 29-30.
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Complejos del Alemán y de la Peña 
(p. 163, 164).

Aunque, reconoce el mismo libro 
que esa Fuerza de Pacificación solo 
actuó en defensa de la población en 
tanto se preparaba una fuerza po-
licial efectiva para conformar las 
Unidades de Polícia Pacificadora en 
las comunidades.

Un ejemplo más de esta actua-
ción desde el Estado brasileño se 
dio en las tareas para neutralizar 
la criminalidad organizada, redu-
cir los índices delictivos, apoyar a 
la población en la faja fronteriza y 
cooperar con los países vecinos a 
través de la Operación Ágata, que uti-
lizó tropas Federales, en coordina-
ción de los Ministerios de Justicia 
y de Hacienda, para el combate 
de delitos tanto ambientales como 
transfronterizos.

Para el caso colombiano, el de-
recho operacional (DOper)31 esta-
blece que las Reglas para el Uso de 
la Fuerza (RUF), cuando sean apli-
cadas por las FA en cumplimien-
to del derecho internacional de los 
derechos humanos (DIDH), deben 

31 Entendido como “el conjunto de normas (tratados 
internacionales, leyes nacionales y criterios jurispru-
denciales) impuestas por los propios países a sus FA, 
encaminadas a orientar las estrategias, tácticas, pla-
neamiento, preparación, ejecución y evaluación de las 
operaciones, operativos y procedimientos militares, ya 
sean terrestres, navales o aéreos, para la utilización de 
la potencia de fuego y la conducción del uso de la fuer-
za para: (i) las hostilidades, como antagonismos a la se-
guridad nacional mediante la defensa exterior, con los 
parámetros del Derecho Internacional Humanitario, y 

encaminarse a “proteger, mante-
ner y restablecer el orden público” 
(Fuerzas Militares de Colombia, 
Manual Fundamental de Referencia del 
Ejército, 2017: 1-41), pero no en 
cualquier caso, sino para situaciones 
excepcionales en los que los anta-
gonismos al referido orden públi-
co rebasan a las capacidades de las 
instituciones policiales del Estado, 
obligando “por su intensidad, du-
ración y organización a desplegar 
operaciones militares” (Comando 
General de las Fuerzas Militares, 
Manual de Derecho Operacional, 2009: 
85), particularmente cuando se tra-
ta de la lucha contra las expresiones 
de criminalidad organizada, que 
en el caso colombiano se materia-
lizan en las denominadas bandas 
criminales, mejor conocidas como 
BACRIM.32

Por su parte, el Ministerio de 
Defensa Nacional de Ecuador esta-
blece en su Manual de derecho en las 
operaciones militares que pueden y de-
ben llevar a cabo operaciones en el 

(ii) los antagonismos para la seguridad interior y/o la se-
guridad pública en tiempo de paz bajo los parámetros 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos”. 
Véase Israel Alvarado Martínez, El derecho operacional en la 
responsabilidad de los miembros de las Fuerzas Armadas por el uso 
de la fuerza en el ejercicio de sus funciones, Tesis para obtener el 
grado de Maestro en Administración militar para la Se-
guridad interior y defensa nacional, Colegio de Defensa 
Nacional, Universidad del Ejército y Fuerza Aérea, Se-
cretaría de la Defensa Nacional, México, 2018.
32 El referido manual señala que en virtud que “la violen-
cia de las BACRIM con frecuencia sobrepasa la capaci-
dad de la Policía Nacional, tanto por su intensidad como 
por su despliegue territorial, es necesario establecer 
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ámbito interno, tales como la pro-
tección y seguridad de sectores es-
tratégicos, la seguridad del sistema 
hidrocarburífero nacional, el man-
tenimiento del orden público, anti-
delincuencial en apoyo a la Policía 
Nacional, en infracciones en alta 
mar y control de armas, así como 
el apoyo al control del narcotráfi-
co, funciones estas dos últimas que 
dejan muy clara la actuación de 
las Fuerzas Militares Ecuatorianas 
para asumir funciones policiales 
para el MOI.

El Libro Blanco de la Defensa espa-
ñol (2000), reconoce la posibilidad 
de que a las FA se les pueda emplear 
“en la lucha contra el terrorismo in-
ternacional, narcotráfico, crimen 
organizado o inmigración clandes-
tina realizando tareas de vigilancia 
o de apoyo técnico adecuadas a sus 
capacidades específicas”, para lo 
cual tiene muy claro que tales accio-
nes no se encuentran “estrictamen-
te comprendidos en el ámbito de la 
Defensa”, por lo que la actuación 
de las referidas FA deberá ser en 
“en apoyo de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, de con-
formidad con los criterios de coor-
dinación que se establezcan legal y 
reglamentariamente” (p. 85).

cuándo y cómo las FFMM [scil. Fuerzas Militares] de-
ben actuar en apoyo a la Policía Nacional en su lucha 
contra las mismas”.

El caso de los Estados Unidos 
de América no es distinto. Si bien 
existen —desde 1878— restriccio-
nes expresas —a través de la Posse 
Commitatus Act—33 sobre la partici-
pación “de los militares en las ac-
tividades de aplicación de la ley 
doméstica en muchas circunstan-
cias”,34 en particular para no utili-
zar al Ejército y a la Fuerza Aérea a 
fin de hacer cumplir las leyes (lo que 
incluye las funciones de SegPub)35 
“en propiedades no federales den-
tro de su territorio”,36 esta situa-
ción se flexibiliza al existir casos y 
circunstancias señaladas de manera 
expresa por las leyes norteamerica-
nas (leyes stricto sensu).

De esta manera, existen excep-
ciones claras a la aplicación de la 
referida ley, que pueden resumirse 
de la siguiente manera y que cons-
tituyen funciones policiales del tipo 

33 Señala al respecto que: “Whoever, except in cases and 
under circumstances expressly authorized by the Consti-
tution or Act of  Congress, willfully uses any part of  the 
Army or the Air Force as a posse comitatus or otherwise 
to execute the laws shall be fined under this title or im-
prisoned not more than two years, or both”. Véase Posse 
Commitatus Act, disponible en: [https://bit.ly/2myIjsY], 
consultado el 22 de julio de 2018. Rand Corporation
34 Rand Corporation, Appendix D, “Overview of  the Posse 
Comitatus Act”, p. 243, disponible en: [https://bit.ly/2m-
hceVa], consultado el 22 de julio de 2018.
35 Su propósito original era terminar con el uso de los 
efectivos militares de tipo federal como policías en las 
elecciones estatales de los estados confederados, prohi-
biendo al Ejército y a la Fuerza Aérea ejecutar leyes de 
tipo civil. Rand Corporation, Appendix D, “Overview of  
the Posse Comitatus Act”, p. 243.
36 Véase Gustavo Trama. (2013): 53.
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del mantenimiento del orden inter-
no (Rad Corporation: 244-245):

(i) Para las FA de la Guardia 
Nacional de naturaleza estatal;

(ii) En el caso de las tropas federa-
les, cuando se trate de comba-
tir la violencia interna, siempre 
que actúen bajo las órdenes 
presidenciales;

(iii) En materia de combate a las 
drogas, ya que el Congreso au-
torizó al secretario de Defensa 
poner a disposición cualquier 
equipo militar y personal nece-
sario con fines policiales;

(iv) Tratándose de todas las funcio-
nes de la Guardia Costera, y

(v) Para la marina, que puede 
ayudar a la Guardia Costera 
a perseguir, registrar e incau-
tar buques sospechosos de es-
tar involucrados en el tráfico de 
drogas.

El otro tipo de operaciones que 
indiqué son las OMP, que se pre-
sentan en el ámbito de las funciones 
policiales de los ejércitos regulares.

Las OMP, según el Departamento 
de Operaciones de Mantenimiento 
de la Paz de Naciones Unidas, han 
tenido una evolución que parte de 
un “modelo principalmente militar 
de observación del alto al fuego y 
la separación de fuerzas después de 
guerras interestatales”, hasta un mo-
delo complejo e interoperacional de 

diversos activos —militares, policia-
les y civiles— “que trabajan juntos 
para ayudar a sentar las bases por 
la paz sostenible” (United Nations 
Department of  Peacekeeping Ope- 
rations. Department of  Field 
Support, 2010: 18).

Este tipo de operaciones “mili-
tares” cuenta con dos vertientes: 
(i) stricto sensu (también llamadas de 
corte clásico)37, y (ii) las coercitivas 
(también denominadas complejas o 
multidimensionales).38

En las dos vertientes de las OMP 
intervienen soldados, lo mismo que 
en las operaciones de tipo bélico, 
pero las RUF deben ser muy distintas, 
pues aquellas se rigen por el DIDH, 
en tanto que las segundas se enmar-
can en el derecho internacional de 

37 Denominadas de corte clásico por la Conferencia de 
Ejércitos Americanos, cuya característica principal es 
que son aplicadas “normalmente en zonas donde no ha 
sido necesaria la actuación en fuerza”, cuyos “objetivos 
fundamentales han sido la negociación y el respeto a los 
acuerdos entre las partes”. Véase Conferencia de Ejérci-
tos Americanos, Guía para la elaboración e interpretación de re-
glas de enfrentamiento para operaciones de mantenimiento de paz,, 
2011: 6.
38 Llamadas así por la misma Conferencia, y tienen como 
características que son multifuncionales y multidimen-
sionales “en el sentido de que a las funciones tradicio-
nales de una OMP clásica se añaden componentes de 
creación de ciertas estructuras de estabilización del con-
flicto y reconstrucción”, cuya “complejidad es mucho 
mayor y el uso de la fuerza se hace muchas veces nece-
sario”. Véase Conferencia de Ejércitos Americanos, Guía 
para la elaboración e interpretación de reglas de enfrentamiento para 
operaciones de mantenimiento de paz, 2011: 7. También deno-
minadas Operaciones Coercitivas para el Mantenimien-
to de la Paz, así como Operaciones de “Imposición de la 
Paz” a Estados u organizaciones regionales, así denomi-
nadas por Martínez Guillem (2014: 160).
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los conflictos armados (DICA) o de-
recho de la guerra.39

De tal suerte que cuando se tra-
ta de la aplicación del DOper para 
regular la intervención de los milita-
res en cualquier tipo de operación, 
deben establecerse reglas de enfren-
tamiento (RoE, por sus siglas en in-
glés: rules of  engagement40), reglas de 
compromiso, o reglas de encuentro 
(Comando General de las Fuerzas 
Militares, 2009: 103).

Y estas RoE deberán:

… estar siempre redactadas de forma tal 
que, como lo señala la Conferencia de los 
Ejércitos Americanos, el soldado que par-
ticipe en la misión, desde el oficial a cargo 
hasta el último de los soldados en la esca-
la de rangos, entienda el alcance de sus 
nuevas responsabilidades”.

Lo anterior siempre en el en-
tendido de que cada vez “con más 
frecuencia las fuerzas militares se 

39 Entendido como “el conjunto de normas internacio-
nales, basadas en tratados y acuerdos de origen conven-
cional y de usos y costumbres de la guerra, destinadas 
a minimizar los efectos que se derivan de los conflictos 
armados, internacionales o no, que limitan, por razones 
humanitarias, el derecho de las partes en conflicto a uti-
lizar los métodos y medios de hacer la guerra y protegen 
a las personas y los bienes afectados o que pueden verse 
afectados por el conflicto”. Véase Ministerio de Defensa, 
Ejército de Tierra, Mando de adiestramiento y doctri-
na. Orientaciones el Derecho de los Conflictos Arma-
dos, 2007: 1.
40  Conferencia de Ejércitos Americanos, Guía para la ela-
boración e interpretación de reglas de enfrentamiento para operacio-
nes de mantenimiento, 2011: 2, así como Comando General 
de las Fuerzas Militares, Manual de Derecho Operacional Ma-
nual, 2009: 104.

utilizan para asumir el rol de policías 
en el mantenimiento del orden y la 
seguridad pública” (Conferencia de 
Ejércitos Americanos, 2011:112).

Ese cambio de funciones de sol-
dado guerrero a soldado flexible implica 
una visión diferenciada en el uso de 
la fuerza, por lo que el comandan-
te a cargo de estas operaciones debe 
encargarse del adiestramiento y en-
trenamiento de sus tropas en mate-
ria de RoE, así como en DOper, y 
asegurarse de que previo al inicio 
de una operación, “sus subalternos 
sean informados de la manera más 
apropiada, clara y sencilla, del signi-
ficado y aplicación de estas reglas” 
(Comando General de Fuerzas 
Militares, 2009:112).

De ahí que cualquier comandante 
debería corroborar que:

(i) Se conozcan, entiendan, apren-
dan y apliquen correctamente 
las normas relativas al enfrenta-
miento y el DOper;

(ii) Se cuente con entrenamiento 
en el uso de la fuerza con base 
en el conjunto de reglas selec-
cionadas, y

(iii) Tengan entrenamiento en el 
procedimiento para la autoriza-
ción y el cambio de un conjunto 
de reglas a otro.

Las FA colombianas tienen muy 
claro este modelo operativo, de ahí 
que señalen que:
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Con el fin de lograr este objetivo, la Política 
Integral de DDHH y DIH del Ministerio de 
Defensa Nacional ha previsto un sistema 
de entrenamiento mediante el cual se logre 
«la aproximación sistémica al entrenamien-
to operacional mediante la construcción de 
escenarios de entrenamiento calcados de 
la realidad, donde se combina el entrena-
miento táctico con la instrucción en DDHH 
y DIH». De esta manera, se pretende impar-
tir instrucción práctica tanto en normas para 
la conducción de operaciones terrestres de 
mantenimiento de la seguridad, como en 
reglas de enfrentamiento (Comando Gene-
ral de las Fuerzas Militares, 2009: 112).

Así, en el caso de una actuación 
en la que se inicie con un modelo de 
DICA y se ordene su cambio a un 
modelo de DIDH, resultaría muy 
útil este modelo, sobre todo en el 
caso de las OMP, lo mismo que en 
materia de SegIn/SegPub, máxi-
me la línea tan delgada que con-
ceptual y pragmáticamente existe 
entre estas dos expresiones segurita-
rias en México. De tal suerte que, 
como se ha dicho para otros ejérci-
tos —como el de los EEUU—, las 
labores de seguridad interna entra-
ñan un gran número de actividades 
“que pueden involucrar circunstan-
cias en las que se solicita al Ejército 
que ayude a la aplicación de la 
ley nacional” (Rand Corporation, 
Appendix D, “Overview of  the Posse 
Comitatus Act”: 245), por lo que de-
berán desarrollarse programas de 
doctrina, así como capacitación so-
bre estos y liderazgos que permitan 

actuar de manera eficiente a los 
intervinientes.

Esta situación que viven las FA 
—la de ser empleadas para labores 
del tipo de orden interno o MOI— 
no es la tradicional, ni mucho me-
nos la que se avizoró cuando fueron 
erigidas como ejércitos, pero ahora 
ya es una realidad, y sustraerse a 
ella es un error que no impedirá que 
esto siga sucediendo, tan solo deja-
rá pasar la oportunidad de pugnar 
por dotarlas de marcos normativos 
que permitan regular su actuación 
para considerarla como apegada a 
derecho.

Un ejemplo muy claro puede 
servir para cerrar este documen-
to. Avilés Farré (2002) sostiene que 
los atentados terroristas del nueve 
de septiembre plantean un proble-
ma en la concepción de la seguri-
dad nacional y las respuestas que el 
Estado puede dirigir como respues-
ta. Considera que, bajo una óptica 
tradicional, esos ataques deben con-
siderarse como “ataques criminales 
realizados por agentes no estatales, 
por lo que pudiera pensarse que 
se inscriben meramente en el ám-
bito de la seguridad interior”, con 
la consecuente respuesta estatal de 
un juicio público con la observan-
cia de los principios propios del 
sistema de justicia criminal, exclu-
yendo así “una respuesta militar”. 
Pero con una visión más amplia, 
un ataque con esas características 
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—perpetrado por extranjeros en el 
que perecen más de 6.000 ciudada-
nos— debe estar inserto dentro de 
los supuestos del artículo 51 de la 
Carta de Naciones Unidas, lo que 
involucra el “derecho inmanente de 
legítima defensa, individual o colec-
tiva” en favor del Estado (p. 37).

Visión esta que constituye, a mi 
juicio, la justificación del empleo de 
la fuerza militar, con características 
militares, y no policiales, ante un 
asunto de seguridad interior que ha 
venido siendo respondido con estos 
estándares del DIDH, y no con el 
DICA, lo que es ya, per se, la justi-
ficación de un nivel más allá de la 
mera intervención militar en asun-
tos policiales para atender proble-
mas domésticos de SegIn.
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